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RESOLÜCÍON FINAL

I. INTER V INTENTES

Denunciante: Presidencia de la Defensona del Consliiíiidor.

Proveedora denanciada; ATC In.teraational de Centroamérica, S,A. de C.V,

(NIT )

,11. ANTECEDENTES Y HECHOS DENl'NCLADOS

dispuesto en el artíeulo 58 tetra f) de la Ley de Protección, al Consumidor --L,PC—, el día

22/11/2021 se practicó inspección en. el establecimietito denominado "Speed Limit

ubicado en óMciicanos, San Salvador, propiedad de k

proveedora den.u,nciada ATG .Internationai de Centroamérica, S A, de C.V

Como resultado de la dilige,D.cia realizada se levantó el. acta correspondiente —fs. 3---en la

cual se consignó que se verificó la pro.rnoción que se lee textiiaimetite: "Del 18 al 23 de rtoviembre,

restricciones aplican, HOY PRE BLACK sale hasta 70% publicada en, im rótulo publicitariG en la
entrada del establecimiento. Según se constató, las restricciones indicaban que ios descuentos no

aplicaban a mascarillas, camisetas bláncas, camisetas de selecta y camisetas típicas. .En la reterida
acta de inspección se consignó que la vigencia sí estaba determinada en el atruncio publicittrio, sin.
embargo, las restricciones no estaban detalladas en la misma puMicacióii de la promoción, oi dentro-
del estabiecimienro, y se comunicaban verbalmente a los consumido,res.

IÍl" ¡NF^^aÓN atríbIjííaTíle^
A. Tal como consta tn el auto de inicio (fs. 6 y 7), se adujo que existe una contraN encion a lo

dispuesto en e! artículo 4 letra c) de la LPC, el cual establece que es un derecho básico de ios;
consumidores recibir del proveedor la infarmación completa, precisa, veraz, clara y oportuna que j

determine las'earactcnslicas de ios productos y servicios a adquirir, AMmás, a la letra a) del |
artículo Í6 de la LPC, al referirse a los requisitos de las promociones y ofertas, estipula que. entre j
otros aspectos, debe tener la posibilidad de comprensión directa. ' d

También, se afirma una transgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 27 de la j
LPC, en lo concerniente a!, derecho de información: en general, las características ck ios bienes i

.servicios puestos a disposición de ¡os consumidores, deberán proporcionarse cm informaí lón en
castellano, de for ma clara, veraz, completa y opornma.

y



Además, en cuanto a la infortnación de las promociones, el artículo 30 de la LPC determina:

Cuando $e tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o senmios, los comerciantes

estarán obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o los elementos que lo

hagan determinable, la duración de ¡as mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante

avisos o cartelesfijados en lugares visibles del estaMecimiento o etiquetas adheridas a los bienes

En relación con lo antes apuntado, el, artículo 43 letra n) de la LPC determina que el realizar

promociones u ofertas especiales de bienes y seryiclos en contravención a lo dispuesto en dicha ley,

es una conducta calificada como in,ffacción grave, y de acuerdo con el artículo 46 de la misma

nomiativa se sancionarfa con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la

industria.

B. Con respecto a la mencionada infracción, este Tribunal, en resolución pronunciada eJ día

22/07/2020, en el procedimiento clasificado bajo la referencia 2177-2019, ha afirmado que: "La

naturaleza y esencia de las ofertm y promociones es reportar una ventaja comparativa al

consumidor, su carácter extraordinario es lo que permite que el comprador tenga im incentivo para

llevar a cabo la transaccicm".

En ese sentido, las promGcio.ties y ofertas especiales que se transmiten a través de eualquier

medio pubiicitaiio, tienen la finalidad de presentar ios bienes o servÍGÍos en condiciones favorables

para el consumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la

perspectiva de percibir una ventaja económica dentro de un tiempo limitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consipien, en, el medio

publicitario que se utilice para dar a conocer la promoción u oferta, una indicación clara de la

duración o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué

productos o servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponibles,

sí existen o no restricciones, en qué consisten, y, en general, cualquier dato relevante previamente

establecido, que indique en qué condiciones será cumplida, infomiación que es de suma

importancia para los constmidores al momento de acceder a la promoción u oferta.

En otros términos, la finalidad de la regulación en el tema en caestión tiene por objeto el

mi,ni,niizar la desigualdad entre las partes intervinientes en la relación de consumo -proveedor y

consumidor- la cual puede dejar a este ultimo en una situación asimétrica y de desventaja al ,no

ofrecerle la información necesaiia para que pueda tomar una decisión informada, es decir,

considerando todos los elementos legalmente establecidos.

En este punto, este Tribunal considera oportuno traer a cuenta la resolución de fecha 13-03-

2019 con ,referencía 7-2010 de la Sala de lo Contencioso Administrativo en la que consideró: "El



derecho de consumo parte de la necesidad de proteger a los consumidores debido a la creciente
vulnerabilidad de éstos en las relaciones generadas en la economía de mercado contemporánea'.

En la misma sentenc ia se estab leció que; "La LPC desarrolla un régimen especial de protección

sobre la base de ¡as asimetrías económicas e informativas existentes entre los proveedores de

bienes y servicios frente a los comumidores, estos últimos, enmarcadas en una natural y clara
situación de desventaja con respecto a los primeros "..

Es así que ía referida Sala define a la asimetría informativa como aquella característica

intrínseca de cualquier transacción económica, en tanío que siempre en un irtíercambio de bienes

servicios habrá un actor mejor informado que otro.

Del mismo modo, en sentencia definitiva del 8-07-20,1,1 con referencia 3L'>-A-2004, e,mitida

por la Sala de lo Contencioso Administrativo definié a la asimetría informativa como un, elemento

intrínseco de las relaciones contractuales entre productores o proveedores y consimidores,

determina que en todo easo el consumidor está sometido a una condición de vulnerabnidad que

rebasa su autonomía y voluntad real para contratar, cireunstaneia que, en defmUiva, justifica ía

aplicación de m principio prote ctorio con el Jm de restablecer el equilibrio contractual y asegurar
el respeto de ¡os derechos del consumidor.

TvT CÓNTESfÁC'foÑWLA'lPROWiBíl^

Se siguió el procedimientii eonsignado en los artículos 144-A y siguientes de la L,PC, respetando
la garantía de audiencia y el derecho de defensa de la proveedora,^ quien compareció mediante'
escrito de fecha 23/09/2024—^folios 10 al 15—, por medio del cual evacuó la audiencia conferida

en resolución de inicio y ejerció su derecho de defensa, adjuntando la documentación financiera
requerida, alegando en síntesis lo siguiente:

A. El representante legal de ía denunciada contestó ta denuncia alegando que el ro,e,acÍGiia,do
rótulo publicitario, ai cual se hace referencia en el acia de inspección, no era ei único existente en

toda la tienda inspeccionada, que brindaba información sobre la promoción vigente el día de, la
inspección, ya que los mspecto,res también constataron que al interior de la tienda se encQ,ntraban
otros carteles ("habladores"), que identificaban claramente los productos con descuento y el:
porcentaje de■descuénto;sw,,an e! tipo de producto/Por esa .razón, los inspeetores de la Defensoría
del Consumidor pudieron ctirmar lo siguiente en el acta de inspección; "b) se verifico por medio
de factura que los descuentos son aplicados de acuerdo a lo publicado", pues coníixmtaron las,
facturas con la información, que constaba en esos otros rótulos y coocluyeron que se cumplía con jo
ofertado. Que toda la ¡nformaeión en su conjunto disponible por escrito en la tienda y a la vista de
los consumidores, permitía que éstos supieran cual era el alcance de la promoción, y también sus



restricciones. Los inspectores de la Defensorfa del Consumidor ootisigoaron que, al consultar sobre

las restricciones apIlGabks a la promoción referida, quien los atendió en el estableeimiento les

respondió que los descuentos no aplicaban a mascarillas, camisetas blancas, camisetas de selecta y

camisetas típicas, es decir que solo estaban siendo vendidos a precio regular 4 tipos específtcos de

productos, siendo que los inspectores también verificaron esa circunstaneia, por lo que no

consignaron en el acta que la respuesta de quien les atendió durante la inspección fuera mcorrecta

o mconp'uente con los hechos que ellos mismos estaban constatando personaimente.

AsÍTnlsin.o, señala que la promoción estuvo vigente desde el 18 hasta el 23 de noviembre de

2021, y durante la misma se aplicaron descuentos en la gran mayoría de productos disponibles en

la tienda inspeccionada, debido a que los productos a los cuales no les aplicaba el descuento eran

únicamente 4 de al menos 48 tipos de productos que se ofreeían y vendieron en la tienda, durante

la/vigencia de la promoción, lo .cual tambié,n fue co,nstatado por los inspectores de la Defensorfa del

Consumidor. Que por ta.les circunstancias, considera que la infoimación escrita disponible a la vista

de los consumidores al interior de la tienda, sí era ciara en su conjunto en cuanto a los productos

que se encontraban en promoción, así como respecto de ios precios y porcentajes de descuento

aplicables para cada tipo de producto, y sobre los productos que no tenían descuentos.

Por otra parte, agrega que como ya se expuso anteriorEaente, su representada colocó infiormacíón

escrita visible por los consumidores, eit la cual se daba a conocer que la promoción especial tenía

una duración desde el 18 hasta el 23 de noviembre de 20.21, que consistía en descuentos de hasta

80%, se identificaron productos a ios cuales Ies era aplicable el descuento, era determinabie el

precio de venta. según el porcenta,je de descuento aplicable, y todo ello se daba a conocer en carteles

fijados en lugares visibles del establecimiento, uno de los cuales era el rótulo publicitario al quc lo >

inspectores de la. Defensoría del Consumidor le tomaron fotografía. Que, a partir de ia ide.ntífí£ ac i

del producto seléccionado con descuento, los censumidores también podían .¡.dentifícar claramente

cuál era e! producto ai que no le aplicaba la promoción, y que únicamente eran 4 tipos de productos

de ios 48 tipos de producto que se ofrecían y vendieron en tienda durante la vigencia de la

promoción,'por lo que sí se dio a conocer a los consumidores ios aleanees y restricciones de la

prómoció.n, ■mediante carteles ubicados a la-vista de estos. ■ ,

' .. . .Además, manifiesta que contrariamente a sus facultades de inspección, y verificación, los
inspectores eligieron: hacer constar ú.n..i.camente la existencia, de un rótulo publicitario sobre la
promoqió.n, y. omitieron ■ dejar constancia de haber verificado que' había otros carteles con
información relativa a la promoción que se encontraba disponible, en el estableciniiento, y que

¡  identificaban claramente los productos en promoción, dejando claro de e.sa manera los productos



..... 7

no incluidos en los descuentos aplicaíiles. Que esa información incompleta que ha. presentado como

pmeba la parte denunciante., ha llevado a ia conclusión equívoca de que sii representada ha incurrido

en una infracción, porque no se lia evaluado toda la información disponible por escrito y a la vista

de ios consumidores al interior de la tienda inspeccionada, a pesar dé que los .mismos inspectores

dan fe de haber verificado que se cum.piía con lo ofertado, con lo cual tácitamente están dando a

conocer que confrontaron toda la infonnación que había en la tienda en carteles visibles al público,
con lo que constaba en la facturación que también les fue facilitada.

Finalmente, acota que com.o ya se expuso, de la prueba aportada no se puede concluir

fehacientemente que su representada haya incurrido en la omisión de información que se le atribuye,

y tampoco ha existido una intención de su representada de provocar algún perjuicio a ios

consumidores o un menoscabo en sus derechos, pues la publicidad de la premoción en su conjunto

pretend.fa dar a conocer a los consumidores toda la Mformación córrespondiente mientras duró la

promoción, los productos en promoción estaban debidamente identificados y los descuentos

ofrec.idos fiierQE efectivamente aplicados, nunca fue un mecanismo para engañar a ios

consumidores. Que su representada no ha tenido ninguna intención, de provocar algún pequicio a

los consumidores o un menoseabo en sus derechos;. lara,eritableménte, la prueba en la cual: .se basa

id imputación es incompleta y por ello desfavorable, difícultándose la co,tnprobación exacta de todos

! )s hechos ocurridos debido al tiempo transcurrido, pero no se ha probado su culpabilidad con:

prueba tehaciente,

B. En relación a tos argumentos e.x,puestos por el representante legal de la proveedora, este'

Tribunal advierte: . , ^

1. Respecto a que el rótulo publicitario al cual se hace refc..renGÍa en el acta de inspección, no.

era el único existente en toda lá tienda inspeccionada que brindaba infonnación sobre- ia promoción

vigente el día de 1.a inspección, es preciso señalar que dicho argumento se trata de un mero dicho:

d.el apoderado de la proveedora, el cual debió haber sido comprobado mediante la prueba pettinente.

situación que no ocurrió en el prese:nte caso. Y es que, si la parte denunciada alega que existía.a

otros carteles con información relativa a la promoción que se enCQntraba disponible en eí

establecimiento, debió haber presentado la prueba que acreditara dicha a:fii"rhació,n, cosa que no hizo.
durante la instrucción del procedimiento sancionatorio. ,,

2. Por otra parte, en relación al argumento que se ha presentado información incompleta como,
prueba/por la parte denunciante, ya que los inspectores eligieron hacer coo.st»r únicamente ia
existencia de un rótulo pubiioitario sobre la promoción, omitiendo dejar constancia que habían otrus

carteles donde: se identíftcaban los productos en promoción, dejando claro de esa manera los



productos no incluidos en los descuentos aplicables, debe aclararse que en el acta de inspección se

consignó lo siguiente: "(...) m cuanto a las restriccioms aplicadas al mismo; se le consultó a la

persona que nos atendió, sobre ¡as restricciones que aplican a la promoción referida, contestando

lo siguiente: Los descuentos no aplican a mascarillas, camisetas Mancas, camisetas de selecta y

camisetas típicas. Asimismo, se le consultó si dicha restricción se encuentra escrita en algún medio

idóneo dentro del establecimiento, manifestándonos que únicamente se da a conocer a los

consumidores de manera verbal".

En concordancia con lo anterior, el art. 106 inc. 6° de la LPA dispone: "Los documentos

formalizados por ios funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que,

obsermndose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por

aquellos, harán prueba de estos salvo que se acredite lo contrario ".

Además, el artículo 34 i del Código Procesal Civil y Mereantii determina el valor probatorio de

los instrumentos, así: "Los imtrumentos públicos eonstituirán prueba fehaciente de los hechos,

actos o estado de cosas qtte documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así

como del fedatario o fúncionario que lo expide. Los mstmmenMs privados hacen prueba plena de

su contenido y otorgantes, sí no ka sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada.

Si no quedé áemosirada tras la impugnación, ios iasírumeníos se valorarán conforme a las regías

áe /fl sa«a (Los resaltados son nuestros).

Finalmente, el artículo 63 de! Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común al establecer: Las actas mediante las cuales losfuncionarios de la Defensoría hagan constar

las actuaciones que realiceñ, harán fe, en ianio no se demuestre con prtáeba pertineníe y sigicieníe

su inexactimd o falsedad. El mismo valor probatorio, tendrán los ínftmmes y otros documentos que

emitan júsfancionarios y empleados de la Defansoríú, en el ejercicio de susfanciones.

o E.o: ese sentido,,ei acta de inspección es clara al establecer que la vigeocia sí estaba determinada

en el anímelo, publicitario; sin embargo, las restricciones no estaban detalladas en la íiiisiiia

publicación de la promoción ni dentro del. establecimiento:, y como el niismo encargado del

establecimiento lo oianciona en la :refe:rida acta, dichas resiriecioocs únicamente se daba:n a conocer

a los cohstimidores de m.an.era verbal. Por lo tanto, lá proveedora ciemmc:iada no logró demóstrar

con ia prueba pertiBente y siifíc:iente, que el acta de inspección. coo.tenfa- iníbmiaetó:n incompleta o

mexacta, y que efectivamente cumplió con su obligación .legal de informar a ios consumidoms sobre

las restricciones aplicables a la pronaoción ' i ' " ,

.  Finalmente, .respecto; ai argumento que no ha existido una mtención de provocar algún

peijiiicio a los consumidores o un menoscabo en sus derechos, es necesario sefialar que la i,n:fracció.ii



administrativa atribuida a la parte actora es la realización, de promocioo.es u ofertas especiales en

eontraveneión a lo dispuesto e.n la .L.PC. Tal como se señaló supra, a partir del articulo 30 de la.LPC

la proveedora está obligada a informar ai consumidor las condiciones, el precio total o los elementos

que lo hagan determ ínable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publieldad o mediante

avisos o carteles fijados en. lugares visibles del esábleeimiento o etiquetas adheridas a los bienes.

Conforme con la delimitación típica realizada,, el cometíiaieiito de la infracción administrativa

obedece a la constatación de la falta de la información mínima requerida por la ley para la

realización, de la promoción u oferta especial, es decir, basta con advertir que se i.ncumple alguna

de las condiciones esenciales exigidas por el art. 30 LPC.

En. co.nsecuencia, resula indiferente comprobar si se ha .causado un perjuicio concreto a la

esfera jurídica d.e los destinatarios de la promoción, ya que el solo hecho de constatar la falta de

información completa y veraz sobre la promoción causa uu: perjuicio potencia! capaz de inducir a

error o confusión sobre el contenido de la promoción ofrecida al público.

V.~"ílÍCWOS PROBiy.")OS/VA.Í,ORAC!ÓN DE PRLEBA

?
7

.í. ,De conformidad con ios artículos 146 de la LPC y i06 inc, 3° de la Les de .Procedimientos

Administrativos, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes aportadas ,en él procedimiento,

serán valoradas conforme a las reglas de la sana crítica; a excepción de la p.rueba doGumental, ta

cual se realizará confonTie al valor tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la .reaoíueión. final pronunciada en el proceso:

acumu!a.do con número de referencia 23-2003,/4l-2003/5íL2003/17-2Ü05/2i-2005, de fecha:

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mmcionó: "'Cuando la utilización '

de ta máxima de experiencia viene predeíermlnada por la mmtm procesal, hablamos del sistema

de valoración denominado prueba lasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasaaa o ¡anja ■

legal, lo que hace el legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse al
razonamiento probatorio del juez, como la premisa mayor .ífei silogismo fundamental sobre cada

medio de prueba (...) el legislador señala una lisia de medim de prueba y a eada um ¡e asigna
un determinado y preciso valor probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso,- amparado

en la seguridad jurídica, el kgislador dererntma previamente la máxima de experitnu'a. aunque

con distinta fuerza dependiendo de la prueba de que se date". (Los resaltados son nuestros).- . ^ ; .

Dicho esto, eLart, 1,06 inc.. 6° de ia LPA dispone: "Los docirmentos formalizados por

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose ios.
requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constaíados por aquellos, harán prueba
de esíx}s salvo que se acredite la contrario , : ; . ■



Además, el artículo 341 del Código Procesál Civil y Mereaiitil determlBa el valor probatorio de

los mstrumeoíos, así: imMmmeniús públicm constituirán prueba fehaciente de los hechos,

actos o esiadú de casas que documenten; de la fecha y personas que interviemn en el mismo, así

como delfedatario úfimcíonario que lo expide. Lm mstrumemim privados hacen prueba plena de

su conienidú y oiorganíes, si no ha sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada.

Simo quedé defftústmda tras la impugmacióm^ los mstrumenios $e valúrarám Cúmfermeu im reglas

de ia smu crüieds (Los resaltados son nuestros).

Finalmente, el artículo 63 del Regkmánto de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común ai: establecer: Las acias mediante las cuales losjuncionarios de la Defensoría hagan constar

las actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre comprueba pertinente y stficienie

su inexactitud o falsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes y oíros documentos que

emitan losJuncionarios y empleadas, de la Defensoría, en e¿ ejercicio de sus fimcianes.

Así las cosas, para determinar los hechos probados relacionados con la comisión de la infracción

regulada en el artículo 43 letra o) de la LPC, se saguirált^l.as disposiciones ch^^ previamente.

2. Constan en el expediente administrativo los siguientes medios de prueba:

a) Acta 0002426 —fe. 3 y 4— de fecha 22/11/202!, por medio de la cual se establece que

la Defensoría del Consumidor realizó inspección, con el, fin de verificar ta promoción que se lee

textua..tmente: ''Del IS ai 23 de noviembre, restricciones aplican, HOY .P.RE BLACK sale hasta

70% '3 publicada en un rótulo pubiicitario en la entrada de! estahlecimiento.

b) Impresión de fbtografia del rótulo publíeitario que contiene la promoción en cuestión (folio

ó), mediante la cual se establece el medio de oomunieación y e! inoumplimienlo de los requisitos

legales mínimos con que ftie dada a conocer a los consumidores la promoción que textualmente se

lee: "Del 18 al 23 de noviembre, restricciones aplican, HOY PEE BLACK sale hasta 70% ' \

En relación con el inciimplimiento mencionado previamente, se puede destacar que las

restricciones no estaban detalladas en la misma publicación d.e la promoción ni. dentro del

estábieaimiento, y se com.yBÍcabán verbalmente a ios consumidores y no por los medios idóneos

exigidos por la ley/ .

■VI. ■ ANÁLISIS DE LA CONFIGURACIÓN DF LA INFRACCIÓN"
A, Ahora bien, este Tribunal estima conveniente realizar ciertas delimitaciones conceptuales en

lo.'que ai. íéma de promocián concierne, y cuáles .sonias circunstancias propias que configuran el
cometimiento'de la infracción establecúdá en éUrtícuki 43 letra n) de iaLPC. ■ "

Sobre el mismo, es ifnportante señalar qué, desde una perspectiva meramente jurídica,
específicamente en lo que a derecho sancionaiorio se refiere, se abordarán la temática de promocioii.



Ciafo está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del conocimiento; por lo que

este análisis no pretende matiscuirse en otro tipo de observaciones que no sean lás estrictamente

necesarias para dotar de contenido jurídico a la regulación punitiva que efectúa la LPC.

En primer lugar, y desde una perspectiva tradicional de! marketing, hay 4 componentes en la

denominada mezcla del marketing, a saber; a) producto, b) precio, c) promoción y, d) distribueión.

Ahora, dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la projmoción de ventas. (Kenneth E.

Clow, 2010)^. En ese sentido, los artículos 16, 30 y 43 letra n) de la LPC se encuentran vincuiados

con el último concepto mencicniado-proOTOcidM ííe vento-

Xa promoción de ventas consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y miembros

del canal para estimular las compras de productos, la cual adopta dos formas: la promoción para

consumidores y la promoción, comercial. .Para el caso que nos c-oticie.nie, ta premoción para

consumidores se refiere a los incentivos que se ofrecen directamente ales clientes existentes o a los

posibles clientes de la empresa. La promoción para consumidores está dirigida a aqueilos que

realmente usan el producto, es decir, ios usuarios finales. Una de las metas principaies de un

programa de promociones dirigidas a los consumidores es persuadirlos de dar el último paso y:

efectuar la compra. (Kennetli E, Clow, 2010).

Asimismo, es importante señalar las dos categorías más generales de promocÍ0.Qes para-

consuinidores, a saber : a) las .que se. hacen para fortalecer la fran.qüicia y b) .las que se hacen para

generar ventas.

Para el análisis gue concierne a este proeedimíento, las proinoc.íon.es que se hacen para gener ar j

ventas se centran, en las ventas inmediatas, más que en el valor capital de marea o en la lealtad |

por medio de descuentos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otros incentivos i kenmih; j
E. Glow, 2010). . , ^ . , , . .J

. Por consiguiente, es desde esta perspectrea, proinoción de venta, que deberán estudiarst-J

los supuestos que dan cabida a la acción típica eonsignada en el artículo 43 letra p.) de 'a Ll'L i
B, Delimitado conceptualmente el ámbito de conocimiento de la infracción objeto de estudio,)

corresponde ahora referirse a algunos de los supuestos d©te.rminados en la ley que dan origen a la.

misma. . . , , . ,

Antes de todo, es i.mporta:nte hacer la siguiente acotación: e,tt relación con las promociones V;

ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LPC, estas están sujetas a dos principios.: el Je

veracidad y el de temporalidád. En ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para £}ue se

tenga por establecida la configuración de la infracción prevista en el artículo 43 letra n.) de la LPC,

1:¥
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se debe tener como premisa que !a naturaleza y esencia d,e las ofertas y promociones es reportar una

ventaja comparativa al consumidor, y su carácter extraordíaario es lo que permite que ei

comprador tenga un incentivo para llevar a cabo la transaeción. De esta manera, se ha

entendido que no existe ninguna ventaja si los bienes son vendidos o ios servicios prestados en las

coiidi iones habituales y, por ende, no se estaría en presencia de uira promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de la LPC, principalinente, determinan los aspectos

obligatorios que los proveedores deben Informar ai momento de efectuar promociones y ofertas

especiales de bienes o servicios.

■ En ese sentido, el artíc'ulQ 16 establece lo siguiente :

'\Req imiios de ias promociones y ofertas.

Art. 16 - Todo proveedor al establecer las cláusulas, condiciones o estipulaciones de las

promociones y ofertas de bienes o servicios, y las cMusulas no negociadas individualmente,

relativas a tales bienes o semcios, deberá cumplir los siguientes requisitos:

■  a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa;

b) Buena fe y Justo equilibrio entre los derechos y obUgaciones de impartes, lo que en todo

caso excluirá la utilización de cláusulas abusivas; y

c) No condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o doctmenío

■que acredite la operación.

En caso de duda sobre el sentido de la promoción u oferta, se entenderá a favor del
consumidor".

Por su parte, el artículo 30 estipula: .

^^Información de promociones
.Art, -30;- Cuando se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los

comerciantes estarán obligados a informar al cons-umidúr las condiciones, eí^ precio total o los
elementos que lo hagan determinaUe, la duración de las mismas, por cualquier medio de
publicidad o mediante avisos o carteles fijados en higares visibles del establecimiento o etiquetas
adheridas a los bienes".

De nianera general, y sin que ello eomprenda todos los supuestos que la ley y la casuística
puedan ■arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse con frecuencia.
Posterioiinente (C), se harán las consideraciones ■necesarias en el caso concreto. ■

■ . i. En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en eí artículo 16 letra a) de
ia':LP-C, según el cual: 'Aodo proveedor al esíabtécer las cláimáas, condiciones o e.stiptilaciones
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de las promociones y ofertas de bienes y servicios (...) debe cumplir los sigiiientés'requisitos: a)

Concreción, daridúdy sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa

En línea coa lo anterior, en cuanto a las condiciones aplicables a las promociones u ofertas

especíales, es importante considerar lo sostenido por este Tribunal mediante- la resolución de las

08:41 horas del día 06/01/2009, en relació-n a la utilización de la frase "restricciones aplican"; en la

que- se-ñaló puntualmente que dicha frase tiene como sustento la imiabiüdad de dar a conocer

tales limitantes en el marco de la brevedad propia de los anumíos puhíicitarios. El problema de

las remisiones hacia fuentes informativas distintas del anuncio examinado, implica cargas par-a el

consumidor al verse obligado a adoptar medips distintos a- la publicidad original para poder

obtener parte de la información relevante para la oferta; debiendo considerarse además la

factíbilidad de acceso a la misma por parte de. los consumidores de acuerdo ai segmento de

mercado al que pertenecen."

Respecto de dicha resoÍució-n, la SCA confinTió la legalidad de la misma mediante resolución

274-2009 de fecha 14/11/2012, en, la que además sostuvo: que un anuncio p-tiblicitario debe

poseer la iníonnaejón necesa.ria para que los consumidores no tengan que recurrir a otra clase de

medios para complementar la información inicial, por lo tanto ai tener que recurrir a .esta acción- i

significa que se ha omitido mforraar de una manera clara y adecuada a lo ofertado por el proveedor,

por los arg'umefitOs expuestos es que esta Sala considera que la conducta por la-actorá es atentatoria'

ai derecho de ser debidamente informado el consumidor".

2. En relación al precio total o ios elementos que lo hagan determinabje, conlleva a que debe

estar lo suficientemente clara la cantidad que el consumidor pagará por la prestación de un servicio-

o la adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en q;ue se da la ,taciiidad de pago.a-

plazos, pero donde únicamente se determinan las cuotas que se deberán Ganceíar, más no se indica^

el tiempo ni el valor total que ios consumidores sufragarán. .Lo anterior, supo.o.dría una desventaja.;

informativa para el consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo.:

Configurándose, en sentido material, un incumplimiento del proveedor respecto a esta exigencia. :

Ahora, en la práctica tam.bíén se utiliza la modalidad de promoción y oferta estableciendo,

porcentajes de descuentós, dicho elemento hace de'temiinable el valor que el consuraidor pagará por-

un bien o prestación de servicio; por consiguiente, no ímplicarfa una inobservancia a este requisito.

3. En Id que respecta a la vigencia, esta ■exige:.ncia es prácticamente :t.a esencia de esta.?
propuestas ■ de contratación, pues significa que el proveedor ofrece una ventaja extraordinaria al-
cotisumidor,. la cual podrá ser gozada en im período de tiempo espec.tficamen.te determinado o que
puede ser determmaMe. ■
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.  Eii ese orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una promoción se Jiao distinguido ̂

básicamente dos formas sin peíjuicío que puedan vislumbrarse otros, es decir, no es una lista.

taxativa™-: a) plazo cieito-deterrnmado- y b) eond.;kionante--Hl.eterm.í.nab!e™™.

a) Se entiende a plazo cierto, Guando se estipula una fecha de inicio y de finalización. Ahora

bien, muchos, proveedoms suelen consigmar sólo una fecha o referirse a, un mes, d.{a festivo, período

vacacional o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un. incumplimiento de este requisito. .A

manera de ejempio, las expresiones como: Válido hasta el 31 de agastcy^ ''Válido a partir del 1

de septiembre''/'Válido sólo este meV\ "Vólido sólo este .díef% no serían suficientes para tener por

cumplida dicha exigencia, pues en. la primera no se consigna 1.a fecha de i.oicio; en la segunda, la de

finalización; y, en las últimas dos,, no tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevamente, en que

deben tener fecha de inicio y finalización para que sea conforme a .la LPC...

b) Se entiende vigencia bajo condición.., cuando la promoci.ón subsiste mientras no se dé un

supuesto de hecho específico: ■-estipulada en elia- que le pone fin a .la misma. .Eijemplo de lo anterior

es la m.uy utilizada frase: ''Hasta agotar existencias \ No obstante, esta última forma debe ajustarse

a ios requisitos y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

■  Sin perjuicio decki■anterior, este Tribunal, tiene a bien a.ludir a lo que se ha dicho en derecho

comparado. :Ai respecto, en ia resolución de :fecha 15/03/.2006, en el caso identificado como \"^ ó44™

2006/CCD del INBECOP.Í (Instituto Nacional de,Defensa de ia Competeocia'y-.de-la Protección Je

la Propiedad Intelectual:),, el Instituto indicó que si bien Ripley incluyó una duración para, la

p.roóiocÍQo anunciada ésta fiie condicionada al agotamiento de una caíitidad de unidades disponibles

qué .se encóhtraba indeterminada luego de un análisis integral, y superficial del anuncio cuestionado.

En- consecuencia., se observó que, ante la pereepeión del consiimidar, la daraeióii p.ara la

proinocíóii aii-«ii€iada .no se encontraba: p:laii.teada eo:ii la. €.lariciad qiie ex:ige el. p:riiidpio de

veraeidacfi a efectos de qii.e los coiiSiJ.]mido:res pudieran acceder a ÍM:formación relevante y

necesaria para, adoptar mm deeisíói. de eoii.stt.iHO adeeaadameiiíe mecí.i.'tada y., en

cottseettencia, satisfactoria a sus intereses.

Por consiguiente, estipular la vigencia .He, una-promoción: a través de frases comó "hasta agotar

I  ■ es un eiemento que, por sí m..-¡smo, genera con.fii.sión a los consumidores que quieran
j. ■ ^ ^ • ■ . ' y: . ;; .' ■ ■ ■ '

s gozar de- aquélla (por la ambigüedad en k ■información),, aun estando .junto a una fecha de

finalización -pues su uso puede .llegar a invalidar tal fecha-. Así, porojemplo, existe la posibilidad
' de que un consumidor quiera hacer .valer-una p.ro.moció.o y .no pueda, porque-el o los productos ya
nn bc encuentran d¡spo!\iblcs por ende, dejaría de estar vigente , .

12 ■



De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta frase con otros elementos

informativos más precisos que hagan previsible la finalización de la promoci.ón; y, sobre todo, que

sean claros y concretos, con posibilidad de Gomprensión directa, tal como se colige de lo señalado

en los artículos 16 letra a) en relación a! artículo 30 ambos de la LPC.

En. suma, la arobigüedad ©n la correcta determinación de la vigencia de la proraoción ofrecida

al consumidor, podría ser, capaz de defraudar las expectativas razottables que este último tiene

respecto del período ofrecido, puesto que la correcta delimitació'r! del período en el que se puede

optar al beneticio promocio.aal coadyuva a la toma de decisiones de consumo.y garantiza su derecho

a la información.

C. Con base en ios elementos probatorios previamente señalados y en virtud de íñ prnunción

de certeza que goza el acta de iEspección de la Defeesoría del Consumidor, así como de los

documentos que forman parte de la misma (en el caso concreto, la impresión de fotografía del rótulo

publicitario que contiene ta promoción en cuestión, folios 3 a 5), este Tribunal establece que existe

leba sutleiente para determinar que la proveedora denunciada, inoumplió la obligación regiiiada

en el. artículo 30 de la.LPC: "Cuando se tratare ck promocioms y ofertas especiales de bienes O:

servicios, los comerciantes estarán obligados a informar al consmnidor las condiciones, el precio

total o íos elementos que lo hagan áeterminable, la duración de las mismas, por cualquier mecim

de publicidad o mediante avisos o carteles fqados en lugares visibles del establecimiento: o

eMquetas adheridas a los bienes'" (...) por cuanto la proveedora realizó una promoción sin brindar

la in.fo.rmación niínima requerida, es decir, incumplió la obligación establecida en la reíerida;

disposición, legal a! no dar a conocer a los eonsuniidores las restricciones de la misma, ya que,

éstas .no estaban detalladas en la Biisma. püi.bllcaciÓDi de .la pro.inoclón ni dentro del

establecimiento. -

En conclusión. la referida omisión, pudiera inducir a error a los consumidores en ciiaeto a la

toma de .sus decisiones de consumo, paiticulannénte, respecto a la expe d.el beneijcio,

ofrecido por la promoción. ,■ . , ,

Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, sobre la base de los hechos probados con los
dócurnentós agregados de fs. 3 a 5. se concluye que la proveedora, efectivamente, realizó la,
promoción, u oferta especial de bienes, en contravención a lo dispuesto en la LPC. Lo anterior,j
configura la conducta ilícita establecida en e! artículo 43 letra n) de la LPC. ,[

. Ahora bien, estáblecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de|
culpabilidad, así: . . _■ Cj

1:
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El principio de culpabilidad está reconocido por ei artículo 12 Cn, que prescxibe: «[t'Joda

persona a quien se impute un delito, se presutnirá inocente toientras no se pruebe su culpabilidad

conforme a la ley y enjuicio público, en ei que se le aseguren todas las garantías necesarias para su

defensa», disposición que es aplicable no solo en, el ámbito penal, sino además en e! admÍBÍstratívo

sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo ConstituGional, doce horas del

dieeisiete de diciembre de mil novecientos noventa y dos).

En este sentido, la Sala de lo Constitucionai respecto al principio de Gulpabilidad en materia

adm imstrativa sancionadora ha expresado que principio de culpabilidad e.n esta materia supone

el destierro de las diversas fomias de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y

la culpa como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una

responsabilidad personal por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la

Administración, de evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presuncion.es legislativas

de culpabilidad, es decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones

únicamente en razón del .resultado prod.ücid.o,» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo

Constitucional doce horas veinte minutos del, veintioueve de ab,ril de dos mil trece).

Cabe destacar que una de la subcategorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción iiíc,iía. corr,io se denomina en la doctrina

ad:mi,nistratÍ¥a sancionadora,. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien

en, forma dolosa o culposa ha partÍGÍpado en los hechos que confíguran una acció.n i,],.{ciia; así Jo

expone Nieto ai referir que «[e]l gravamen que la sanción representa solo podrá .recaer sobre

aquellas [personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constit,utlvo.s de

infracción. Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo

personal con el actor, o la simple, titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la

iiiiracciótL' La exigencia de ,in,divkiuaiiza.ción de la sancicSn supone un veto a la responsabilidad

o,bjetiva» [Nieto, Alejandro, Derecho .Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente I

.reíónnada, .Madrid. Editorial l'ecnos, p. 329, 2011]. En este orden, co:n.fonne al principio de ̂

culpabilidad solamente responde el adm,mis|.rado por sus actos propios, de este modo, se repele ta !

posibilidad dé construir una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal i

indepenflieote 'de ta voluntad, del autor. ,En cotigraencia con lo e.xpuesto, en el Derecho'

Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de cuipabilidad, de tal suerte que ei!

elemento indispensabie para sancionar un actuar, es la detennirac,tón ■ de la responsabilidad!

subjetiva. {Sentencia; emitida en el proceso 90-2014 por la SALA- DE LO- CONTENCIOSO |
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ÁDMMSTRAffvXll)!'!^^^^ JliSTlCÍA, alas catorce horas cincuenta y

uno ra:"mutos del veinticuatro de octubre de dos mi! diecinueve.

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este

Tribunal considera necesario analizar si la misma ha obrado dolósa o cuando menos culposamente;

es decir, que la transgresión, a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia.

Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración

de lá'conducta sancionable. :

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como para determinar

que tal omisión haya sido producida de manera dolosa. No obstante, a partir de los hechos probados

y las circunstancias en que se dieron los mismos, ha quedado establecido el cometimiento de la

infracción de manera culposa por parte de la proveedora, pues haiexistido un déficit de organización,

de modo que su conducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficientes para impedir

que se cometa la infracción. En otras palabras, la proveedora ATC Internationsi de Centroamérica,

S,A. de C.V., no acreditó una comecta organización a efectos de inipeclir la concurrencia del ilícito.

"VIL PARÁM ET ROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de ia infracción grave

contenida en el artículo 43 letra n)-de. la LPC, lo cual se sanciena con multa hasta de doscientos:

salario.s mmimos men:suale.s urbanos en. la industria (articulo 46 L,PC); por consiguiente, es tacuítad

de esté Tribunal determinar la sanción y cuantificar la multa que coiTespo,nda, a la luz de los

parámetros estabiecidos en la LPC, su reglam.e,nto y la jurisprudencia aplicable. ^ _ ;

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo

estos: tamaño de la e;mp:re:Sa, el impacto en los derechos del consumidor, ta naturaleza del perjuicio

causado o grado de afectación , a la vida, salud, integridad-p patrimonio de: los consumidores, el

grado de intencionalidad del infractor, el grado de part.ici:pación en la acción u omisión, cobro;

indebido .realizado y las circunstancias en que ésta se cometa, la reincidencia o incu.ro.plimieiito;

reiterado,segiinsea el caso. • ■

■ A co.atmuaeión, se eo.iicretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:-

o. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento,.Frotección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley .Mype):

en su artículo 3 define a las micro y pequeftas empresas de la .siguiente manera: "Microempresa:

Persona natural o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una:■
' unidad económica con m nivel dé ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos memuales de:,
mayor cuantía y hasta 10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jtmdica que operá
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en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas

brutas anuales mayores a 482 y hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía con

un máximo de 50 trabajadores

A partir de la documentación presentada por la proveedora, consistente en; fotocopias de

formularios de declaración del impuesto sobre la Renta y Contribución Especial correspondiente al

ejercicio fiscal de los años 2021, 2022 y 2023 —fs. 34 a 36—; de los cuales se puede colegir que

sus ingresos totales durante el año 2021 -año en el que sucedieron los hechos denunciados- fueron

de $6,003,295.76 dólares de los Estados Unidos de América, que equivalen aproximadamente a

16,447 salarios mínimos mensuales en e! sector industria.

En hilo de lo anterior, este Tribunal concluye que según los parámetros del artículo 3 de la Ley

Mype, la proveedora denunciada efectivamente obtuvo ingresos superiores a los estipulados en

dicha ley, por lo que para los efectos de la cuantlficación de la multa, así será considerado por este

Tribunal, guardando el equilibrio e,otre la finalidad disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio

de proporcionalidad de dicha medida.

Cabe mencionar también, que en el presente procedimiento administrativo sancionador la

proveedora infi-actora ha .mostrado una conducta procesal que evidencia el cumplimiento de su

deber a prestar la colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los procedimientos

(articulo 17 núme,ro 5 de la LPA);

Aunado a lo anterior, cabe mencionar, que este Tribuna! ha tenido acceso a información de

earácter público del Ministerio de Hacienda, Dirección General de Impue.stos Internos, en la que la

proveedora denunciada se encuentra clasifíeada corno mediano eontribuyente, por lo que para los

efectos de la cuantificación de la multa así será considerada.

b. Grado de iníenclonaUdad ded injraetor. ,

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos cúlposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se déba a

Impriidencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un. nexo de culpabilidad constituye

una condición para la configuración de la conducta sancionable.

Así, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resolucio.ne.s, conforme

a lo dispuesto en el artículo 40: inciso segundo de la LPG, que las infracGiones ad,rninistrativas son

sanciónables aún a título de s:implé ■negligencia o descuido. En e.se orden, del análisis de los.hechos

y ;d,ocumentación agregadíi.,al expediente, este Tribunal de temí i tió una actuación negligente' por
pa.rte de la proveedor^ .pues como propietaria «del establecimieiito, .es la p,ri:ncipal .responsable de
adoptar las medidas, necesarias a efecto de.dar. cumplimiento a las obligaciones que .impooe, la ley
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de la materia, como es la de realizar promociones y ofertas que cumpian. con los parámetros

legalmente establecidos, esto es, que especifiquen las Gondiciones, precio y vigencia de las mismas.

En el presente caso, se configura plenamente una conducta negligente por parte de la

proveedora, por no dar a conocer a, los consutnidores las restricciones de la protnoción, ya que éstas

no estaban detalladas en la misma publicación de la promoción ni dentro del establecimiento. Y es

que, como propietaria del establecimiento, es la principal responsable de adoptar las medidas

necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la ley de la materia, como

es en el caso de las proirtociones u ofeitas al expresar de manera clara y oportuna !a duración,

condiciones y restríGCÍones de las ofertas o promociones. Por lo que se configura plenamente ima

conducta negligente por parte de ATC Interoátional de Centroamérica, S.A. de C.V., al haber

omitido informar a los consumidores los requisitos antes mencionados, establecidos en la ley

aplicable a las promociones y ofertas,

c. Grado de participacióm en la aecJón a omisión,

A partir de un examen del presente expediente administratÍ¥p, queda demostrado que el grado

de participación en la ioftaccFÓn de la proveedora, es directa e individua!, pues se acreditó que con:

la-impresión de fotografía del rótulo publicitario que contiene la promoción en cuestión (folios 5),

-publicidad realizada por la proveetlota denunciada ATC Interiiational de Gentroamérica, S.A de

C.V.- se cometió la acción prohibida en el art:íGulo 30 de la LPC, consistente en- realizar

promocianes sin dar a conocer a ios consumidores las restricciones de la misma, ya que éstas no

estaban detalladas en. la misma publicación de la promoción ni dentro del establecimiento,

circunstancia que pudo haber inducido a e,íTor a los consumidores ai momento de requerirla,

d. Impacto en los derechos del conmtmdor p natumleza del perjuiciú ocasionado. . g

I  El papel del consumidor es esencial para el desarrollo de una economía social de mercado. Hn-j

' efecto, la competencia no es otra cosa que la pugna entre competidores por captar la preferencia del ■:

I mayor número de consumidores; razón por la cual, la decisión libre del consumidor va a ser

' determinante en el resultado tina! de esta lucha, No es posible imaginar un sistema económico de •

este tipo sin entender que su figura central es el consumidor. . ^

Esta función que cumple el consumidor dentro del mercado, por un lado exige al Estado que,

mediante un rol promotor, genere las condiciones para que los proveedores brinden a! consumidor.

información veraz acerca de los productos y servicios que ofrecen en el mercado Por otrt^ ludo, los

I consumidores, co,nscientes del papel qiie cumplen, en la econo:piía y de la trabccndcncia del Tusmc
para el correcto funcionamiento del proceso competitivo, deben tener un comportamiento a^ín

! requiriendoide los proveedores mayor y mejor información, a fin de que ésioN niejomn Id calidad )
níJL.
|:
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de sus productos y/o servicios y. en consecuencia, contribuyan al desarrollo de ios mercados y a la

consoiidsción del sistema económico.

La obligación de brindar infonnación veraz se sustenta en el hecho de que ésta repercute en

una mayor transparencia en el mercado, lo que a su vez facilita al consumidor la adopción de

decisiones de consumo adecuadas a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia

entre los agentes económicos.

Por otra parte, en el mercado, ios agentes económicos cuentan con una herramienta principal a

través de la cual informan a los consumidores sobre la existencia de sus bienes y/o sus servicios.

Ella.es la actividad publicitaria, la misma que consiste e,n dar a conocer sus ofertas y persuadir a ios

consutnidores para que contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria

igualme,nte resulta ser una herramienta .para reducir la asimetría Informativa existente entre los

consumidores y ios proveedores de bienes y/o servicios, dado que procura que ios destinatarios de

la publicidad tomen sus decisiones de consumo basados en la satisfección de sus necesidades y/o el

ajuste a sus intereses.

De este modo, a través de la publicidad comercial se infomia al publico en general, d.e la

existencia de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducir los costos de transacción

de acceder á mform,ación en que deben incurrir los consumidoi'es para adquirir y contratar bienes y

serYlcios. La publicidad comercial conlleva una fina.lidad persuasiva que es la de atraer clientela

mediante la presentación de las características favorables y ventajas de los productos o servicios

ofrecidos o la exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan ser vinculados con aquello

que se ofrece. Finalmente, ai .ser la publicidad eomercial parte integrante de !a actividad empresarial,

es un mecanismo típico de competencia, pues constituye una de las herramientas que disponen los

oferentes.para desviar la clientela hacia sus productos o servicios, y asi inc,rem.entar su participación

y poder en el .mercado y, co,nsecuen:tenie,ate, sus ganancias. De acuerdo a- lo anterior, la publicidad

comercial resulta ser un ele,n:ie,nto esencial para que el sistema económico funcione adecuadamente.

Es por ello que las' alimiaciones que se consignen en cada uno de los elementos- publicitarios

nece.sitan ser veraces. ■

En el caso concreto, es pertinente señalár que la configuración de la iníiacción administrativa

.relativa a realizar-proiiiociones u ofertas especiales de bienes y-servicios, en cotiíravención a lo

dispuesto en la LPC —artículo 43 letra n.) de la LPC— tansgrede el derecho de los consumidores

•a reci.b,ir-del proveedor la información completa., precisa, veraz, clara y oportuna que determine las

cara,cteríst.icas'de los productos y servicios' a adquirir, y sí bien no,se ha probado la coafiguración

de un daño concreto a una persona en. paríicular, este Tribunal reafirma que la acción que define la
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infracción consiste en realizar promociones u ofertas especiales sin la infonnacíón mínima

legalmente establecida en relación, con. el prodncto o servicio que se intentaba vender y esto es capaz

de ocasionar un perjuicio en el eolectivo de coHSú:mido,res a quienes iba dirigida la promoción

exarninada.

La i,nfi*acci:6n adtn.,inist:rativa atribuida a la parte actora es la realización de promociones ii

ofertas especiales en coBtravencíón a lo dispuesto en la LPC. Tai cómo se señaló supra, a partir del

artíeulo 30 de la LPC la proveedora está obligada a mfbrmar al consumidor las-condiciones, el

precio total o los elementos que lo hagan détermináble, la duración de las mismas, por cualquier

medio de publicidad o mediante avisos o carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o

etiquetas adheridas a los bienes.

Conforme con la delimitación típica realizada, la imposicién de ta'multa respectiva obedece a

la constatación de la falta de la intormación mínima requerida por la ley para la realización de la

promoción ii oferta especial, es decir, basta con advertir que se- mcuinple alguna de las condiciones

esenciales exigMas por el art. 30 LPC.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la

esfera jurídica de los destinatários de la promoelon, >a que el solo hecho de constatar la falta de

información, completa y veraz sobre la promoción causa un perjuicio potencial capaz de inducir a

error o conftísión sobre e! contenido de la promoción ofrecida al publico. ,

En este punto, debe recordarse que la Sala de lo Conténcioso Administrativo, en, su

jurispii.iden.cia, ha afínnado que el legislador, atendiendo al bien jurídico .a proteger, puede clasificar j

las coiiductas en uifraccionés de le.sión e infracciones de peligro (concreto y abstracto). La ubicación j

de la infracción en cada clasificación dependerá de la deseripcióii típica que haga ei legislador.

Así, las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídico tutelado; las

de peligro concreto constituyen .supuestos en los cuales st exige el peligro electivo .sufrido por una '

persona cn específíco; en las de peligro abstracto ei legislador, atendiendo a la e.xperiencia, advierle'j

una peligrosidad general de la acción típica para un detenninado bien jurídico, a partir de una i

valoración probabilistica, por lo que con la tipificación se dispone adelantar la barrera de protección

sancionando el accionar, sin esperar la realización de un peligro concreto de una personal

determinada o dé la lesión efectiva. 1

En congruencia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a rcalizárj

promociones u ofertas especiales en contravención a los dispuesto en la LPC -artículo 43 letra n)

de la Í.PC- pone en peligro, de forma abstracta, los bienes jurídicos de los consismidores, sin que

sea necesaria una afectación concreta; este criterio se sustenta en la naturaleza asi me trie a del

!
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derecho de consumo y. precisamente, en la asimetría informativa que los consumidores padecen

(Sentencia emitida el 08/01/2016, emitida en el proceso conteneioso admmistrativQ de referencia

344-2010),

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la jurisprudencia antes referida, se puede afirmar

que para imponer la sanción respectiva en ai presente caso y, además, para graduar la tnisrna, (a)

lio es necesario comprobar ni justificar una afectaeiGn concreta y material en la esfera de ios

coiisum,ido:res, derivada de la realización de la'promoción: ii oferta especiai; (b) ni que existan

denuncias de personas que hubiesen contratedo los bienes o servicios ofertados por medio de la

promoción. Así, la infracción administrativa sancionada por el Tribunal Sancionador es una

Jrfracción de peligro abstracto: basta comtatar la m.era realización de la promoción sin cumplir

canias condiciones mínimas requeridas legalmente para generar el riesgo de que hs com-umidores

consideren que se está ofreciendo un producto o servicio con características ventajas o beneficios

qíte en realidad no posee, dwante un período que no corresponde y quitándoles la posibiUdad de

determinar el precio de lo ofrecido, impacto o afectación absPacta de ¡os derechos del consumidor

que implica la puesta en.peligro de ¡os biems jurídicos protegid<3s por laiLPC-, ■

En ese'orden, es pertinente señalar que la infracción administrativa relativa a realizar

p:Comociqn,es y ofertas especiales de bienes y ser\'icios en. co,ntraveticióíi a lo dispuesto en la 1,PC,

en relación a cumplir con los requisitos establecidos en el aríículo 30 de .la LPC, aun cuando no se

mate,rialice algún tipo de perjuieio a los consumidores, se configura con la sola :inobs:e,rvancia de la

norma imperativa d.e consumo al acreditarse la o.misión. de los criterios legalnieate establecidos en

ia promoción de'venta sometida a estudio.' . ■■

Ln el presente caso, este rribunai csüma que la falta de ta información en relación a las

restricciónes de la pro'moción analizada, es capaz de generar error en. los consumidores por haberse

constatado la oniisión dei contenido míhiino .relevante para acceder a la misma.

e. Cobro indebido realizado, las circumíancias en que esta se comete^ y el beneficio que

obtiene el mfrdcíon

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de lo Constitucional en la sentencia

de inconstiiucionalidad de rcf. 109-2013 de fecha 14 de e.nero de 20.1 ó. e.n la que señala que uno de

los tactores de dosimetría punitiva es: el beneficio que, s¡ acaso, obtiene el infractor con el

hecho " Conforme a ello, déberíámos tener en cuenta ei volumen de ingresos de la infractora por la

I comercialización de los. producios q servicios promocionados, esto constituiría el beneficio ilícito

I obtenido por el infractor. . ■ . ■ ;
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Así, para el caso que nos ocupa, la información relativa a las restricciones de ia promoción, no

era dada a conocer a los consiirnidores por ta proveedora, acreditániose el incumplimiento del deber

de infomiar al públÍGo consumidor toda k inforraación relevante de las promociones, por medio de

una foima idónea según lo estipula la LPC.

Por lo que este Tribuna! procederá a imponer una multa partiendo del supuesto que las

promociones se diseñan y efectúan con e! objeto de generar ganancias (promoción de ventas, en

términos precisos, tal como se desarrolló en el romano J-% letra B), es decir, es un hecho notorio

que a las empresas las define el ánimo de lucro y que las promociones buscan generar ganancias,

por lo cual se tendrá por acreditado el extremo relativo a que lá proveedora efectivamente obtuvo

un. beneficio con la promoción examinada, aspecto que será temado en consideración para la

detenninación de la sanción,

f Fimlidad inmediata ú mediata perseguida can la impmicién de la sanción.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la infractora ATC Internationa! de

iCentroamérica, S,A. de C.V., quien ha cometido la infraectón descrita en el artículo 43 letra n) de

la LFC, con ei fin de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que

adopte las medidas necesarias a efecto de dar eumplimiento a las obligaciones qüe le impone la

^LPC, : , . : .
Además, es .menester señalar que este Tribunal, con la Impusiciun d.e la sanción multó ■ j

busca ptevenir futuros incuitip|i,mientos a la LPC como e! que nos ocupa, máxime cuando,» iodo |

proveedor de bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u oíerusl

e .pee lah > de confbnmdad con lo dispuesto en ia LPC, es decir, la multa a imponer busca potencia'- ¡

ti caniplimiento de las obligaciones de iníb.miación que tiene todo prov^eedor, las cuales implican |

la. .realización de las pi omocioncs con .las que pretende incrementar sus ventas btyo los parámetros i

legales es decir, con. el fm de. salvaguardar él interés general de los consumidor,e.3. (

En tai sentido, habiéndose yeriíicado que la infractora es. una persona jurídica. í}uc ha sido |

catalogada como mediano contribuyeme, que pretendía obtener ganancias a partir de la realización

de una promoción que no cumplía los parámetros legalmente establecidos, pero considerando la

imposibilidad para establecer a-cuánto ascienden las utilidades generad:a.s como c<:m,secuenciaj

directa del aludido incumplimiento. > en vista que para la configuración de la infracción no se

requiere la comprobación de im daño o afectación concreta en un particular, sino que ha.sta con la :

sola constatación del incumplimiento de la relacionada obligación legal, resulta razonable la

imposición de una sanción proporcional a la sola verificación dd aludido quebrantamiento.
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En consecuencia, este Tribunai considera que en el presente procedimiento administrati\o

sancionador resulta pertinente fijar una multa proporeional a la inobservancia de lo previsto en los

artículos 16 letra a) y 30 ambos de la LPC por parte de una persona Jurídica, pues no se ha podido

determinar a cuánto ascienden las ganancias obtenidas por la proveedora oomo consecuencia directa

de la imptementación de la promoción sujeta a estudio, pero sí se ha logrado acreditar el

incumplimiento a una de sus obligaciones legales.

^  VIIL DETERMINACIÓN DE LA INFMiiCCIÓN ̂ ^^ANTIFl'^CIÓN DEI.A
MULTA

Este Tribuna!, en uso de la sana crítica -artÍGiilo 146 ínc. 4° de la LPC- y Imbiendo considerado

los elementos del artículo 49 de la LPC, procederá, a realizar el cálculo de la multa a imponer a la

n ra tora ATC Intematiooai de Ceutroaoiérica, S.A, de C.V,, pues se ha detenninado cjue ésta

bnnl^la a los corisomidores una infermación incompleta que no se ajustaba a los parámetros

legalmente establecidos, pues .omitía dar a conocer a los coo.siimidores las .restricciooes de la

promoción..

Por consiguiente, y conforme al análisis antes expuesto, considerando los prineipios de

disuasión, proporcionHÍi,dad y razonabilidad que deben susteotar la imposición de la sanción., y de

coiifoonidad eo.n lo regulado en el art,ícuío 139 número 7 de .ia L.P.A este Tribiina.l Sancionador lia

decidido imponer a ta proveedora una multa dentro del margen estipulado, por ley como

consecuencia para la comisión, de las in:fi*acciones de tal gravedad -hasta doscientos salarios

mínimos - mensuales urbanos en la industria según el artículo 46 de la LPC-,

■ ^ . .En ta! sentido, habiendo conciuido que la infracción cometida es equiparable a una infracción

grave, la cual es sancionable con. multa de 200 salarioA n nirnos imbanos de! sector industria,

conforme ai artículo 46 de la LPC; que la proveedora uxu persona jurídiea cuya capacidad

eeoiiómioa, para efectos de este procedimiento, es la de un mediEEo coiitribuyeiiite, según el

a.n.áiisi.s realizado en el romano' VII de la presente resolució.o.: que en razón del grado de

intencionalidad de la conducta cometida por la proveedora,. .no se acreditó el dolo sino negligencia:

que ésta incumplió con la obligación de realizar promociones con los requisitos mínimos

establecidós por ley: y que el daño o efecto causado en ios consumido.re$ con dicha conducta fue de

darácter;:potencial, es decir, que -para la configuración de la infracción no se requiere la

co'mpróbación. de un daño Ó afectación concreta én un: parti.cular, sino que basta con ja. coestatación

del incumplimieiito de la relacionada .obligación legal; resulta razonable la imposición de una

sanción, proporciona! a la sota verificación de los aludidos quebraritamientos., . o
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Por tanto, a la proveedora ÁfC International de Centroamérica, S.A de C.V., se te impone una

multa de SEIS MIL QUTNffiNTOS SETENTA .DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE

AMÉRICA ($6,570.00), equimlentes a dieciocho: salarios .mlníoios mensuales urbanos en la

industria, por la comisión de la mfra.cciÓH, regulada en el aitíeufo 43 letra n) de la LPC por realizar

promociones u ofertas especiales de bienes y servicios, segáii se ha estaMecido en el presente

procedimiento administrativo.

Dicho !o anterior, es meaester .sefialar que la multa impuesta representa ei 9% dentro del

margen máximo estipulado por ley camo consectiencia de la eomisión de tal infracción -doseientos

.salarios mínimos mensuales urbanos en la industria—, siendo ajuicio de este l'ribuna!, proporcional

a la gravedad que comportan los hechos denunciados según las circunstancias objetivas y subjetivas

p,reYÍameEte a:nali.zadas.

IX. PECISIÓN^ _____
Por tanto, sobre la base de lo ante.riormenle expuesto y con fundamento en los artículos 11, 14,

101 inciso 2*^ de la Constitución de la República; artículos 4 tetra e), 16 letra a), 27 inciso 1", 30,40

inciso 2°, 43 letra n), 46, 49, 83 letra b), 144 y siguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3®, 112,

139 y 1.54 de la LPA; y 63 del ReglamentQ: de la LPC, este Tribunal RESUELVE;

a) Téngase por agregado el escrito firmado por si señor

en calidad de representante legal de la sociedad A FC Iriíerttattenal de Centroam:éríca, S.A. de C.V
así como la documentación que consta agregada de fs. 16 a 36.

b) Dese ínter\m:ncí(m B\ SQñov. en calidad de representante

lega! de la sociedad ATC International de Centroamérica, S.A, de C.V.

e) Téngase por contestada la audiencia conferida a k proveedora ATC Internationai de

Centróamérica, S.A. de C,Y., .en los términos. relafcioo.ados en la presente resolución,

d) Sanciónese B, la proveedora .ATC Internationai de Centróamérica, S.A. de C.V., con la:

cantidad de SEIS MIL QUINIENTOS SETENTA DÓLARES DE LOS ESTADOS INIDOS DE

AMÉRICA (S6.5'?0.00), equivalentes a dieciocho salarios mínimos urbano.s en la industria -D.E.

W 10 de! 07/07/2021, publicado en. el DxO. N"" 129, toiTi.o 432 del 07/07/2021— en concepto de

multa por la comi.sión de la infracción regulada en ei a:rtícuio 43 letra n) de la L..PC, por realizar
promociones que no se ajustaban a los critérios legalmente establecidos, conforme al análisis

expuesto en el romano Vil. de la p:resente resolución y con fundaBiento en las disposiciones legales
precitadas.

Diehá :muíta debe hacerse efectiva en la Dirección Genera! de Tesorerfa del M.inisterio de

Hacienda, deatro de los diez días hábiles signientes al de la «etificadón de esta resotació.B,:
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debiendo comprobar a este Tribunal su eumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario, la

Secretaría de este Tribunaí certificará la presente resoltieión para ser reraítida a la Fiscalía

Genera! de la República para sii ejecueióa forzosa.

e) Tómese n&ta del lugar y medio electrómco señalados por el representante lega! de la

proveedora para recibir notificaciones.

f) llágase del conocimiento de los intenánienres que, en cumplimiento al artículo 104 de la

LPA, !a presente resolución, al ser emitida en un procedimiento simplificado, no admite recurso de

reeonsideraclón, de conformidad con ío expuesto en el artículo 158 N° 5 de la LPA.

g) Ordénese a la Secretaría de este Tribunal, xesAhM las notificaciones en los medios

electrónicos, o en su defecto en los, medios físicos que se encuentren señalados en el expediente

administraíivG.
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